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Sobre:  

Daños y perjuicios 

Panel integrado por su presidente, el Juez Hernández 

Sánchez, el Juez Bonilla Ortiz y la Jueza Mateu Meléndez. 

 

Bonilla Ortiz, Juez Ponente 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 15 de agosto de 2024. 

Comparece Aguada Emerald Fields Cannabis Center 

Wellness Center LLC (en adelante, Aguada Emerald o 

apelante) y nos solicita que revisemos la Sentencia 

Parcial emitida el 4 de diciembre de 2023 y notificada 

el 5 de diciembre de 2023, por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de Aguadilla (en adelante, Foro 

Primario).  Mediante el referido dictamen, el foro 

primario declaró Ha Lugar la solicitud de sentencia 

sumaria presentada por el Fideicomiso González Román (en 

adelante, Fideicomiso o apelado).  

Por los fundamentos que se exponen a continuación, 

se CONFIRMA la Sentencia Parcial apelada. 

I.  

El 13 de marzo de 2020, el señor Wilberto López 

Vera (en adelante, señor López) presentó una Demanda por 

daños y perjuicios contra Aguada Emerald y otros.1  En 

síntesis, alegó que sufrió daños por una alegada caída 

 
1 Demanda, anejo I, págs. 1-9 del apéndice del Recurso de Apelación. 
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en la rampa de acceso a la propiedad comercial de Aguada 

Emerald a causa de la losa lisa y la falta de tiras 

resbaladizas, creando así una condición peligrosa y 

resbalosa. 

En consecuencia, el 3 de septiembre de 2020, Aguada 

Emerald presentó su Contestación a Demanda en la cual 

alegó que la rampa que accede al local tenía cintas anti 

resbaladizas y pasamanos en ambos lados, en la fecha que 

ocurrió el accidente.2  Además, sostuvo que la losa de 

la rampa era para exteriores y que el señor López nunca 

les informó sobre el accidente.  

No obstante, el 30 de julio de 2021, el señor Lopez 

presentó Primera Demanda Enmendada para incluir como 

demandados al Fideicomiso, al doctor Roberto H. 

González, su esposa y la Sociedad Legal de Gananciales.3  

Allí, argumentó que el accidente fue causado por la 

negligencia de todos los demandados por no mantener de 

manera segura y en buen estado de reparación la rampa 

del negocio, y permitir la existencia de esa condición 

peligrosa y resbalosa.  

Posteriormente, el 12 marzo de 2022, Aguada Emerald 

presento su Contestación a Demanda Enmendada mediante la 

cual reafirmó sus defensas afirmativas y añadió que el 

lugar donde ocurre el accidente es un local comercial 

arrendado que no está bajo su control ni mantenimiento.4 

En esa misma fecha, 12 de marzo de 2022, Aguada 

Emerald presentó una Demanda Contra Coparte contra el 

 
2 Contestación a Demanda, anejo II, págs. 10-14 del apéndice del 

Recurso de Apelación.  
3 Primera Demanda Enmendada, anejo III, págs. 15-20 del apéndice 

del Recurso de Apelación.  
4 Contestación a Demanda Enmendada, anejo IV, págs. 21-24 del 

apéndice del Recurso de Apelación.  
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Fidecomiso y el doctor Roberto H. González.5  Además, 

alegó que estos eran los dueños de la propiedad arrendada 

y los encargados de darle mantenimiento a la rampa.  

Luego, el 19 de mayo de 2022, el doctor Roberto H. 

González presentó su Contestación a la Primera Demanda 

Enmendada6 y, el 20 de mayo de 2022, presentó su 

Contestación a Demanda contra Co-parte.7  En síntesis, 

alegó que Aguada Emerald tenía a su cargo el control y 

mantenimiento de la rampa debido a que ostentaba la 

posesión del bien inmueble como arrendataria.  Además, 

negó que existiera una condición peligrosa y resbalosa 

en la rampa.  

Asimismo, el 20 de mayo de 2022, el Fideicomiso 

presentó su Contestación a Primera Demanda Enmendada8 y, 

en la misma fecha, presentó Contestación a Demanda 

contra Co-Parte y Reconvención contra Co-Parte.9  Allí 

reiteró los planteamientos realizados por el doctor 

Roberto H. González.  

Tras varios trámites procesales, el 12 de octubre 

de 2023, el Fideicomiso presentó una Solicitud de 

Sentencia Sumaria.10  En específico alegó que no existen 

controversias de hechos sustanciales y pertinentes que 

impidieran dictar sentencia parcial, en cuanto a los 

siguientes hechos materiales:  

1. El Fideicomiso González Román es el titular 
de la propiedad localizada en la Calle Colón 

#129, Aguada P.R. […] 

 

 
5 Demanda contra Coparte, anejo V, págs. 25-26 del apéndice del 

Recurso de Apelación. 
6 Contestación a la Primera Demanda Enmendada, anejo VI, págs. 27-

40 del apéndice del Recurso de Apelación. 
7 Contestación a Demanda contra Co-parte, anejo VII, págs. 47-53 

del apéndice del Recurso de Apelación. 
8 Contestación a Primera Demanda Enmendada, anejo VII, págs. 54-67 

del apéndice del Recurso de Apelación. 
9  Contestación a Demanda contra Co-Parte y Reconvención contra Co-

Parte, anejo X, págs. 68-77 del apéndice del Recurso de Apelación. 
10 Solicitud de Sentencia Sumaria, anejo XIX, págs. 261-297 del 

apéndice del Recurso de Apelación. 
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2. El 27 de marzo de 2017, Aguada Emerald 

suscribió un contrato de arrendamiento 

sobre la propiedad localizada en la Calle 

Colón #129, Aguada P.R. […]  

 

3. El contrato de arrendamiento tenía una 

vigencia de dos (2) años. […] 

 

4. Al 15 de marzo de 2019, fecha en que 

alegadamente ocurre el accidente, el 

contrato de arrendamiento estaba vigente y 

dicha propiedad estaba ocupada por la 

codemandada Aguada Emerald, quien tenía el 

control y mantenimiento de la misma en 

virtud del referido contrato. […] 

 

5. En virtud del contrato de arrendamiento 

suscrito el 23 de marzo de 2017, Aguada 

Emerald, aceptó dicha propiedad como 

estaba, y realizó las obras necesarias para 

habilitarla para operar su negocio de 

cannabis medicinal. […] 

 

6. En virtud del contrato de arrendamiento 

suscrito el 23 de marzo de 2017, Aguada 

Emerald, se obligó a tomar todas las medidas 

necesarias conforme a las leyes y 

reglamentos vigentes y aplicables en cuanto 

a la seguridad del local que fueran 

necesarias para establecer y operar su 

negocio. […] 

En síntesis, alegó que Aguada Emerald era la parte 

responsable debido a que tenía el control de la propiedad 

bajo arrendamiento y se había obligado a darle 

mantenimiento necesario para operar un dispensario de 

cannabis medicinal.  En alternativa, argumentó que 

Aguada Emerald tenía la obligación de notificarle la 

necesidad de realizar arreglos o tomar medidas de 

seguridad.  

En respuesta, el 3 de noviembre de 2023, Aguada 

Emerald presentó Moción en Oposición a Sentencia Sumaria 

del Fideicomiso González Román.11  En suma, alegó que 

había realizado unas obras en el interior de la propiedad 

y no en su exterior. Igualmente, sostuvo que el contrato 

no establecía medidas de seguridad relacionadas a caídas 

 
11 Moción en Oposición a Sentencia Sumaria […], anejo XX, págs. 298-

317 del apéndice del Recurso de Apelación 
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o a la rampa. Además, anejo un informe pericial para 

controvertir los hechos.  

Así las cosas, el foro primario emitió Sentencia 

Parcial, el 4 de diciembre de 2023 y notificó el 5 

diciembre de 2023, mediante la cual declaró Ha Lugar la 

solicitud de sentencia sumaria presentada por el 

Fideicomiso.  Además, en la referida Sentencia el foro 

primario concluyó lo siguiente:  

Desde el momento en que Aguada Emerald 

arrendó la propiedad para establecer su 

negocio, quedó obligada por las 

disposiciones contractuales contenidas 

en el contrato de arrendamiento. Es 

decir, esta asumió, en virtud del 

contrato de arrendamiento, la obligación 

de llevar a cabo todas las medidas que 

garantizaran la seguridad de sus 

clientes. Dicha obligación incluía 

asegurarse que la rampa de acceso al 

local cumpliera con todos los requisitos 

de ley -estatales y federales de manera 

que dicha rampa fuera segura para el uso 

de sus clientes,lo [sic] que continua en 

controversia entre demandante y Aguada 

Emerald.. [sic] 

 

A la fecha en que ocurrió el alegado 

accidente, el contrato de arrendamiento 

estaba vigente y Aguada Emerald tenía el 

control de la propiedad. 

 

Inconforme con la Sentencia Parcial, el 16 de enero 

de 2024, Aguada Emerald presentó el recurso que nos ocupa 

y señaló la comisión de los siguientes errores:  

Erró el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

de Aguadilla al desestimar la demanda 

contra coparte que Aguada Emerald radicó 

contra el Fideicomiso González Román por 

vía sumaria habiendo controversias de hecho 

en torno a la responsabilidad por 

negligencia del fideicomiso.  

 

Erró el Tribunal de primera instancia, sala 

de aguadilla, al desestimar la demanda 

contra el fideicomiso González cuando ésta 

es la persona natural con título y dominio 

de la propiedad arrendada y cuyo 

fideicomisario utilizaba libremente los 

haberes del fideicomiso.  
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Oportunamente, el 9 de febrero de 2024, el apelado 

presentó su Oposición a Apelación.  

Con el beneficio de los escritos de las partes, 

damos el recurso por perfeccionados y procedemos a 

resolverlo. 

II. 

-A- 

En nuestro ordenamiento, el mecanismo de Sentencia 

Sumaria procura, ante todo, aligerar la adjudicación de 

aquellos casos en los cuales no existe una controversia 

de hechos real y sustancial que exija la celebración de 

un juicio en su fondo.  Rodríguez García v. UCA, 200 DPR 

929 (2018).  Este mecanismo, está instituido en la Regla 

36 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36, y su 

función esencial es el permitir que, en aquellos 

litigios de naturaleza civil, una parte pueda mostrar, 

previo al juicio y luego del descubrimiento de prueba, 

que no existe una controversia material de hecho que 

deba ser dirimida en un juicio plenario; y que, por 

tanto, el tribunal está en posición de aquilatar esa 

evidencia para disponer del caso ante sí.  Rodríguez 

Méndez, et als v. Laser Eye, 195 DPR 769 (2016).  

La solicitud de sentencia sumaria puede ser 

interpuesta por cualquiera de las partes que solicite un 

remedio por medio de una moción fundamentada en 

declaraciones juradas o en aquella evidencia que 

demuestre la inexistencia de una controversia sustancial 

de hechos esenciales y pertinentes.  Regla 36.2 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.2.  Por 

consiguiente, se dictará sentencia sumaria, si las 

alegaciones, deposiciones, contestaciones a 

interrogatorios y admisiones ofrecidas, junto a 
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cualquier declaración jurada que se presente, si alguna, 

demostrasen que no hay controversia real y sustancial 

sobre algún hecho esencial y pertinente y que; como 

cuestión de derecho, procediese hacerlo.  Regla 36.3(e) 

de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3(e); SLG 

Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414 (2013).  

En cuanto a los hechos esenciales y pertinentes a 

los que se refieren el precitado cuerpo de Reglas, es 

sabido que estos son los que se conocen como hechos 

materiales.  Regla 36.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 36.1.  Al respecto, un hecho material es aquel 

que puede afectar el resultado de la reclamación de 

acuerdo con el derecho sustantivo aplicable.  Además, la 

controversia sobre el hecho material tiene que ser real.  

Esto es, que una controversia no es siempre real o 

sustancial o genuina.  Por ello, la controversia deberá 

ser de una calidad suficiente como para que sea necesario 

que un juez la dirima a través de un juicio plenario.  

Regla 36.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

36.1; Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200, 213-214 

(2010).   

En lo particular, la Regla 36.3 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3, detalla el procedimiento 

a seguir por las partes al momento de solicitarle al 

tribunal que dicte sentencia sumariamente a su favor.  A 

esos efectos, la mencionada regla establece que una 

solicitud a su amparo, deberá incluir lo siguiente: (1) 

una exposición breve de las alegaciones de las partes; 

(2) los asuntos litigiosos o en controversia; (3) la 

causa de acción, reclamación o parte respecto a la cual 

es solicitada la sentencia sumaria; (4) una relación 

concisa, organizada y en párrafos enumerados de todos 
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los hechos esenciales y pertinentes sobre los cuales no 

hay controversia sustancial, con indicación de los 

párrafos o las páginas de las declaraciones juradas u 

otra prueba admisible en evidencia donde se establecen 

estos hechos, así como de cualquier otro documento 

admisible en evidencia que se encuentre en el expediente 

del tribunal; (5) las razones por las cuales debe ser 

dictada la sentencia, argumentando el derecho aplicable; 

y (6) el remedio que debe concederse.  Regla 36.3(a) (1-

6) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3(a) (1-

6).  

Por otro lado, la parte que se oponga a que se dicte 

sentencia sumaria deberá controvertir la prueba 

presentada por la parte que la solicita.  Para ello, 

deberá presentar su contestación a la moción de 

sentencia sumaria dentro del término de veinte (20) días 

de su notificación.  Dicho escrito, además de cumplir 

con los mismos requisitos con los que tiene que cumplir 

el proponente, deberá contener: 

[…]  

 

(b)  

 

(1)  […]  

 

(2) [U]na relación concisa y organizada, con 

una referencia a los párrafos enumerados por 

la parte promovente, de los hechos esenciales 

y pertinentes que están realmente y de buena 

fe controvertidos, con indicación de los 

párrafos o las páginas de las declaraciones 

juradas u otra prueba admisible en evidencia 

donde se establecen los mismos, así como de 

cualquier otro documento admisible en 

evidencia que se encuentre en el expediente 

del tribunal;  

 

(3)  una enumeración de los hechos que no están 

en controversia, con indicación de los 

párrafos o las páginas de las declaraciones 

juradas u otra prueba admisible en evidencia 

donde se establecen estos hechos, así como de 

cualquier otro documento admisible en 
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evidencia que se encuentre en el expediente 

del tribunal;   

 

(4)  las razones por las cuales no debe ser 

dictada la sentencia, argumentando el derecho 

aplicable. Regla 36.3 (b)(1-4)), 32 LPRA Ap. 

V, R. 36.3(b)(1-4).  

 

Ahora bien, cuando se presente una moción de 

sentencia sumaria y se sostenga en la forma que establece 

la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, la parte 

contraria no podrá descansar solamente en las 

aseveraciones o negaciones contenidas en sus 

alegaciones; sino que dicha parte estará obligada a 

contestar en forma tan detallada y específica como lo 

haya hecho la parte promovente.  De no hacerlo así, se 

dictará la sentencia sumaria en su contra, si procede.  

Regla 36.3(c) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

36.3(c).  Por tanto, el oponente deberá controvertir la 

prueba presentada con evidencia sustancial y no podrá 

simplemente descansar en sus alegaciones.  Roldán Flores 

v. M. Cuebas et al., 199 DPR 66 (2018).   

Quiere decir que, para derrotar una solicitud de 

sentencia sumaria, la parte opositora deberá presentar 

contradeclaraciones juradas y contradocumentos que 

pongan en controversia los hechos presentados por el 

promovente.  Ramos Pérez v. Univisión, supra, pág. 215.  

Si el oponente no controvierte los hechos propuestos de 

la forma en que lo requiere la Regla aplicable, tales 

hechos se podrán considerar como admitidos y se dictará 

la sentencia en su contra, si procediese.  Roldán Flores 

v. M. Cuebas, Inc., supra.  De igual forma, si la parte 

contraria no presenta su contestación a la sentencia 

sumaria en el término reglamentario provisto, se 

entenderá que la moción de sentencia sumaria quedó 
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sometida para la consideración del tribunal.  Regla 36.3 

de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, Regla 36.3.   

Por último, es preciso recordar que nuestro Máximo 

Foro ha dispuesto que, como Tribunal de Apelaciones, nos 

encontramos en igual posición que el Tribunal de Primera 

Instancia para evaluar la procedencia o no de conceder 

una solicitud de sentencia sumaria.  Meléndez González 

et al. v M. Cuebas, 193 DPR 100, 122 (2015).  A tales 

efectos, nuestra revisión será una de novo y el análisis 

que realizaremos se regirá por las disposiciones 

contenidas en la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, 

y su jurisprudencia interpretativa.   

En Meléndez González et al. v M. Cuebas, supra el 

Tribunal Supremo pauto lo siguiente:  

“[Al revisar la determinación de primera 

instancia, el tribunal de apelación 

está limitado de dos maneras: primero, sólo 

puede considerar los documentos que se 

presentaron ante el foro de primera instancia. 

Las partes no pueden añadir en 

apelación exhibit[s], deposiciones o 

affidávit[s] que no fueron presentados 

oportunamente en el foro de primera instancia, 

ni pueden esbozar teorías nuevas o esgrimir 

asuntos nuevos por primera vez ante el foro 

apelativo. Segundo, el tribunal apelativo 

sólo puede determinar si existe o no alguna 

controversia genuina de hechos materiales y 

esenciales, y si el derecho se aplicó de forma 

correcta. No puede adjudicar los hechos 

materiales y esenciales en disputa. Esa tarea 

le corresponde al foro de primera instancia.” 

Citando a Vera v. Dr. Bravo, 161 DPR 308, 334–

335 (2004).  

 

Por ello, de entender que procede revocar una 

sentencia sumaria, debemos indicar cuáles hechos 

esenciales y pertinentes están en controversia, e 

igualmente decir cuáles están incontrovertidos.  Por el 

contrario, si encontramos que los hechos materiales 

(esenciales y pertinentes) realmente están 

incontrovertidos, nuestra revisión se limitará a revisar 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2004239526&pubNum=0002995&originatingDoc=I48935122374a11e6a795ac035416da91&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_334&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&ppcid=1e846802efb74ad6a34dec9e9b088b89&contextData=(sc.DocLink)#co_pp_sp_2995_334
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2004239526&pubNum=0002995&originatingDoc=I48935122374a11e6a795ac035416da91&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_334&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&ppcid=1e846802efb74ad6a34dec9e9b088b89&contextData=(sc.DocLink)#co_pp_sp_2995_334
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de novo si procedía en derecho su concesión.  Es decir, 

si el Tribunal de Primera Instancia aplicó correctamente 

el derecho o no.  Íd, págs. 118-119.  

-B- 

En materia de apreciación de prueba, los foros 

apelativos debemos brindar deferencia a las 

determinaciones de hechos formuladas por el foro 

judicial primario.  Serrano Muñoz v. Auxilio Mutuo, 171 

DPR 717, 740 (2007); Rolón v. Charlie Car Rental, Inc., 

148 DPR 420, 433 (1999).  La norma general es que, si la 

actuación del foro a quo no está desprovista de una base 

razonable y no perjudica los derechos sustanciales de 

una parte, debe prevalecer el criterio del juez de 

primera instancia, a quien le corresponde la dirección 

del proceso.  Sierra v. Tribunal Superior, 81 DPR 554, 

572 (1959).   

Así, el Tribunal de Apelaciones evitará variar las 

determinaciones de hechos del foro sentenciador, a menos 

que medie pasión, prejuicio, parcialidad o error 

manifiesto.  Regla 42.2 de las de Procedimiento Civil, 

32 LPRA Ap. V, R. 42.2.  Véase, además, Dávila Nieves v. 

Meléndez Marín, 187 DPR 750, 771 (2013); Ramírez Ferrer 

v. Conagra Foods PR, 175 DPR 799, 817 (2009).  Sobre el 

particular, nuestro Tribunal Supremo ha expresado que: 

Una de las normas más conocidas en nuestro 

ordenamiento jurídico es que los tribunales 

apelativos no intervendremos con la 

apreciación de la prueba, la adjudicación de 

credibilidad y las determinaciones de hechos 

que realizan los tribunales de instancia, a 

menos que se demuestre que el juzgador actuó 

movido por pasión, prejuicio o parcialidad o 

que incurrió en error manifiesto.  Dávila 

Nieves v. Meléndez Marín, supra, pág. 753.   

 

Esta norma de autolimitación judicial cede cuando 

“un análisis integral de [la] prueba cause en nuestro 
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ánimo una insatisfacción o intranquilidad de conciencia 

tal que se estremezca nuestro sentido básico de 

justicia; correspondiéndole al apelante de manera 

principal señalar y demostrar la base para ello.”  Pueblo 

v. Cabán Torres, 117 DPR 645, 648 (1986).  

Como foro apelativo no debemos intervenir con las 

determinaciones de hechos, ni con la adjudicación de 

credibilidad que hace un Tribunal de Primera Instancia 

y sustituir mediante tal acción su criterio, por el 

nuestro.  Rivera Menéndez v. Action Services, 185 DPR 

431, 448-449 (2012); SLG Rivera Carrasquillo v. A.A.A., 

177 DPR 345, 356 (2009).  Así, la apreciación que hace 

el foro primario merece nuestra deferencia, toda vez que 

es quien tiene la oportunidad de evaluar directamente el 

comportamiento de los testigos y sus reacciones.  En 

fin, es el único que observa a las personas que declaran 

y aprecia su demeanor.  Ramírez Ferrer v. Conagra Foods 

PR, supra; Trinidad v. Chade, 153 DPR 280, 291 (2001); 

Ramos Acosta v. Caparra Dairy Inc., 113 DPR 357, 365 

(1982).  

Ahora bien, la regla de deferencia antes descrita 

se exceptúa cuando se trata de determinaciones de hechos 

que se apoyan exclusivamente en prueba documental o 

pericial, ya que los tribunales apelativos están en 

idéntica posición que el tribunal inferior al examinar 

ese tipo de prueba.  González Hernández v. González 

Hernández, 181 DPR 746 (2011); Ortíz, et al. v. SLG 

Meaux, 156 DPR 488, 495 (2002). 

 Tal cual nos es exigido, debemos examinar de novo 

si la Moción de Sentencia Sumaria Parcial interpuesta 

por la apelada, así como la oposición instada por el 

apelante, cumplió con los requisitos de forma que exige 
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la Regla 36.3 de Procedimiento Civil, supra.  Examinadas 

ambas mociones, así como las réplicas y demás escritos 

sobre el asunto, concluimos que tanto la Moción de 

Sentencia Sumaria Parcial de la apelada, así como la 

oposición del apelante, cumplieron con tales requisitos. 

III.  

En virtud del caso de epígrafe, la apelante nos 

solicitó la revisión de la Sentencia Parcial, mediante 

la cual alega que incidió el foro primario al desestimar 

la demanda contra coparte por: (1) la existencia de 

hechos en controversia en cuanto a la negligencia del 

Fideicomiso y (2), por este último, ser la persona 

natural con título y dominio de la propiedad arrendada. 

Luego de una evaluación minuciosa del legajo ante nos, 

concluimos que no le asiste la razón a la apelante.  

Veamos.  

En primer lugar, recordemos que, al encontrarnos en 

la misma posición que el foro primario, el Tribunal 

Supremo nos encomienda llevar a cabo un análisis de novo 

de las solicitudes de sentencia sumaria objeto de los 

recursos ante nos.  Considerando lo anterior y tras una 

lectura de la Solicitud de Sentencia Sumaria interpuesta 

por el Fideicomiso, observamos que este cumplió 

adecuadamente con las disposiciones de las Reglas 36 de 

Procedimiento Civil, supra.  Nótese que el apelado logró 

demostrar las posturas de las partes, los hechos 

incontrovertidos, el derecho aplicable y el remedio 

solicitado en la referida solicitud.   

Ahora, habiéndose determinado lo anterior, debemos 

evaluar si en el presente caso existen controversias de 

hechos materiales que impidan la resolución sumaria 

parcial del pleito.  
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Conforme surge del expediente, el foro primario en 

su Sentencia Parcial estableció las siguientes cuatro 

determinaciones de hechos:  

1. El Fideicomiso González Román es el titular 
de la propiedad localizada en la Calle 

Colón #129, Aguada, Puerto Rico, donde 

Aguada Emerald opera su establecimiento 

comercial; así surge de la Escritura 

Pública Núm. 222 otorgada el 30 de 

noviembre de 2011 que se acompañó junto a 

la solicitud de sentencia sumaria del 

Fideicomiso González Román. En su 

oposición, Aguada Emerald no logró refutar 

este hecho. Una mera alegación de que el 

Dr. González Román hizo creer a Aguada 

Emerald que él era el titular de la 

propiedad, y no el Fideicomiso González 

Román, no es suficiente para 

controvertirlo. 

 

2. El 27 de marzo de 2017, Aguada Emerald 

suscribió un contrato de arrendamiento 

sobre la propiedad localizada en la Calle 

Colón #129, Aguada, Puerto Rico, por un 

término de dos (2) años. En su oposición, 

Aguada Emerald no logró refutar este hecho; 

se limitó a esgrimir una mera alegación a 

los efectos de que el Dr. González Román 

fue quien firmó el referido contrato. 

 

3. Al 15 de marzo de 2019, fecha en que 

alegadamente ocurre el accidente, el 

contrato de arrendamiento estaba vigente y 

dicha propiedad estaba ocupada por Aguada 

Emerald, quien tenía el control y 

mantenimiento de la misma en virtud del 

referido contrato. En su oposición, Aguada 

Emerald no logró refutar este hecho; se 

limitó a presentar una mera alegación a los 

efectos de que la responsabilidad 

contractual de mantenimiento y 

conservación del local arrendado se 

circunscribe al interior de la propiedad. 

No tiene razón. El lenguaje de la cláusula 

trece (13) del contrato de arrendamiento 

trasciende el interior de la propiedad 

arrendada. Surge expresamente de la 

referida cláusula trece (13) que Aguada 

Emerald tomará las medidas necesarias para 

no crearle inconvenientes a los locales 

colindantes ni a vecinos. 

 

4. En virtud del contrato de arrendamiento 

suscrito el 23 de marzo de 2017, Aguada 

Emerald aceptó dicha propiedad como estaba, 

y realizó las obras necesarias para 

habilitarla para operar su negocio de 

cannabis medicinal; así surge del contrato 

de arrendamiento entre el Fideicomiso 

González Román y Aguada Emerald. En su 
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oposición, Aguada Emerald no logró refutar 

este hecho; se limitó a exponer que nada 

hizo en el exterior de la propiedad ni en 

la rampa en cuestión. 

Evaluados los documentos que acompañaron a las 

mociones que nos ocupa y las referidas determinaciones 

de hechos enumeradas por el foro primario, concluimos 

que no existe controversia de hechos materiales.  Surge 

del expediente que el Fideicomiso es el titular de la 

propiedad arrendada donde ocurrió la alegada caída y que 

Aguada Emerald es la parte arrendataria.  Por lo cual, 

el foro primario no erró al resolver por la vía sumaria. 

Igualmente, vale destacar, según surge de los 

documentos que acompañan la solicitud de sentencia 

sumaria, y su oposición, que el local alquilado es una 

casa con acceso directo a una carretera principal.  El 

local arrendado no es uno colindante con otros que usaran 

áreas comunes, típicamente a cargo del arrendador, como 

en el caso de centros comerciales.  En este caso el local 

arrendado no compartía la rampa con otros locales.  Esa 

rampa era de su uso exclusivo y parte de la propiedad 

arrendada.  Por ello, no hay dudas de que el peticionario 

contractualmente era el responsable del mantenimiento de 

dicha rampa. 

Así las cosas, consideramos que el foro primario 

tampoco erró al aplicar el derecho a los hechos 

incontrovertidos.  Es decir, que, al igual que el foro 

primario, estamos convencidos de que, en virtud del 

Contrato de Arrendamiento, la apelante se obligó a 

realizar las medidas de seguridad en la propiedad 

arrendada, y el mantenimiento de las mismas, para el 

beneficio de sus clientes. Además, la apelante no 

demostró que le haya dado aviso al Fideicomiso sobre la 
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necesidad de realizar reparación alguna conforme a las 

exigencias del Código Civil de Puerto Rico.  

En síntesis, en el caso de epígrafe no existen 

controversias sustanciales de hechos que impidan 

concluir sumariamente que el Fideicomiso no tenía la 

responsabilidad de mantener en condiciones seguras la 

rampa donde ocurrió el alegado accidente, sino que era 

la responsabilidad de Aguada Emerald.  Consecuentemente, 

y debido a que los dos señalamientos de error formulados 

por la apelante no fueron cometidos, procede confirmar 

la Sentencia Parcial apelada. 

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, CONFIRMAMOS la 

Sentencia Parcial apelada emitida el 4 de diciembre de 

2023 y notificada el 5 de diciembre de 2023 por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de 

Aguadilla.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


